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                                                                 Dte.: MARIA CLAUDIA 


                                                               GAVIRIA RODRIGUEZ


                                                              Rad.: 2006-00583


TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL                                 SALA DE DECISION CIVIL-FAMILIA

Magistrado Ponente: Gonzalo Flórez Moreno

Pereira.  Octubre siete del año dos mil nueve.
Acta No.  523 de octubre 07 del año 2009
Expediente 66001-31-10-003-2006-00583-01





A las nueve de la mañana del día de hoy, hora y fecha previamente señaladas, para llevar a efecto la audiencia prevista por el artículo 434 inciso 3º del Código de Procedimiento Civil, en este proceso verbal (de divorcio de matrimonio católico) promovido por María Claudia Gaviria Rodríguez en contra de Uriel Naranjo Gallego, los Magistrados Gonzalo Flórez Moreno, Jaime Alberto Saraza Naranjo y Fernán Camilo Valencia López, que integran la Sala Civil-Familia de este Tribunal, en asocio de la Secretaria de la misma, declaran abierto el acto público con el objeto de resolver el recurso de apelación interpuesto por los apoderados de la partes contra la sentencia proferida por el Juzgado Tercero de Familia de esta localidad, de acuerdo con el proyecto que fuera discutido y aprobado en la sesión de que da cuenta el acta de la referencia.

I. ANTECEDENTES:





Ante el despacho judicial citado, la actora, por conducto de apoderado judicial, solicitó que se decrete mediante sentencia la cesación de los efectos civiles del matrimonio católico que tiene contraído con el demandado; que éste es culpable por haber incurrido en las causales de divorcio alegadas; se disponga la disolución de la sociedad conyugal; que el cuidado y custodia personal de los hijos comunes quedan en cabeza de la demandante; que la patria potestad de ellos será ejercida de manera conjunta por ambos padres; que el padre debe suministrar alimentos no solo a sus hijos, sino también a la actora; se ordene la inscripción de la sentencia en el respectivo registro del estado civil y se condene en costas al cónyuge demandado.

Apoyó sus pretensiones en los hechos que en resumen  dicen  que   las   partes   contrajeron   matrimonio   por   los  ritos religiosos el 16 de junio de 1990 en esta ciudad, unión en la que se procrearon tres hijos menores de edad; que el demandado ha incurrido en las causales primera, segunda y tercera de divorcio que consagra el artículo 154 del C.C., para lo cual detalla los hechos relacionados con ellas; y que la demandante no ha dado lugar a causal alguna de divorcio.  




El libelo fue admitido por auto del cuatro de agosto del año dos mil seis en el que se ordenó notificar también al Ministerio Público. Se notificó personalmente el señor Uriel Naranjo Gallego mediante diligencia que obra a folio 49 del cuaderno principal; contestó la demanda por intermedio de apoderada judicial, se opuso a las pretensiones y propuso demanda de reconvención alegando la  causal segunda del canon 154 del código sustantivo civil, es decir, “el grave e injustificado incumplimiento por parte de alguno de los cónyuges de los deberes que la ley les impone como tales y como padres”. A esta última se le dio trámite con decisión del diecisiete de noviembre del dos mil seis y se le notificó, igualmente, al Ministerio Público. La demandante-demandada dio respuesta a los hechos por intermedio de su abogado; se opuso a las pretensiones y pidió pruebas. 

Surtidas las diligencias anteriores y en desarrollo de la audiencia prevista por el artículo 432 del C. de P. Civil, se decretaron las pruebas solicitadas por las partes, entre ellas testimoniales, documentales, trasladadas, pericial e interrogatorio de parte, al igual que una de oficio; y se escucharon los alegatos de conclusión de ambos apoderados.

La instancia culminó con fallo de mérito en la que se accedió a la pretensión de cesación de los efectos civiles del matrimonio católico pedida en la demanda principal y se negó la relacionada con la de reconvención, lo que motivó los recursos de apelación de ambas partes. De ellos que se ocupa ahora la Sala.

II.
MOTIVACIONES DEL FALLO E     INCONFORMIDAD DE LOS RECURRENTES.
A.) Después de verificar los presupuestos procesales, el juez de la causa, con base en las declaraciones recibidas, en especial la de la señora CLAUDIA PATRICIA GOMEZ SARAVIA –persona con la que el demandado sostenía relaciones sexuales extramatrimoniales- y al reconocimiento por parte de ella de algunos documentos, declara probada la causal primera del artículo 154 del C. Civil, en razón a que sus dichos cabían dentro del sentido común, no se contradecían y no se confundían con los de los otros testigos, además de que no fueron tachados de falsos. 
B.) Por su parte, el apoderado de la  demandante interpone recurso de apelación aduciendo que la causal segunda se encuentra probada de manera tajante con la existencia del proceso ejecutivo de alimentos iniciado a continuación de este trámite; que, en relación con la negación de los alimentos a favor de quien representa, no es necesario establecer su necesidad, además de que no tiene capacidad económica para atender su sostenimiento y el de sus hijos, fuera de que se encuentra pagando arriendo. También pide, con respecto al numeral sexto de la parte resolutiva del fallo, que en caso de que el demandado no tenga pagador o labor para acreditar sus ingresos, pero sea titular de pensión de vejez, la cuota a favor de los menores se determine en un 50% de ésta. 
C.) Finalmente, la apoderada del  demandado muestra inconformidad con el fallo, afirmando que los hechos de la demanda de reconvención, que hacen referencia a la causal segunda, están probados.  

El trámite del recurso se ha surtido conforme a derecho y se pasa a resolver lo pertinente previas las siguientes,
III. CONSIDERACIONES DE LA SALA :

Los presupuestos procesales están enteramente cumplidos.

La legitimación de las partes para comparecer a un proceso de esta naturaleza se encuentra acreditado por el registro civil de matrimonio que obra a folio dieciséis del cuaderno principal.

El divorcio –cesación de efectos civiles- lo ha impetrado la demandante con fundamento en los  numerales primero, segundo y tercero del artículo 6º de la ley 25 de 1992, modificatoria del 154 del C.C., que establecen como causales las relaciones sexuales extramatrimoniales; el grave e injustificado incumplimiento de los deberes que la ley le impone como esposo y padre; y los ultrajes, el trato cruel y los maltratamientos de obra, respectivamente.

El juez a-quo halló demostrada la causal primera porque consideró, con fundamento en las declaraciones recibidas, en especial la de la señora CLAUDIA PATRICIA GOMEZ SARAVIA y al reconocimiento de algunos documentos enviados por ella al demandado y a su declaración extrajuicio, que se encuentran  probadas las relaciones sexuales extramatrimoniales.  

Para la Sala dicha decisión es acertada y merece ser confirmada en esta instancia por lo siguiente: 

La aludida señora, afirmó que sí mantuvo dichas relaciones  con el demandado. Cuando se le preguntó por la fecha en que comenzaron y finalizaron, agregó que  “una fecha exacta no la tengo presente, pero eso fue a finales del 2002, como al mes que empezamos a hablar mas (sic) o menos”. Luego aclara que “no hubo una continuidad, fueron esporádicas, como hasta julio del año 2006, pero no fueron frecuentes”. A renglón seguido, la misma señora reconoce los documentos que obran de folios 14 al 21 del cuaderno dos que contiene la demanda de reconvención. Resalta, a la pregunta de “cuándo fue la última vez que tuvo relaciones sexuales con el señor Uriel, y en donde (sic) contestó que “no se si fue en junio o julio del 2006, creo que en junio, en un motel que no me acuerdo como (sic) se llama”.  También reconoce, a instancia del juzgado, la declaración extraproceso obrante a folios 32 y 33 del mismo cuaderno (ver folios 75 y 76 del cuaderno principal). 
Dicho testimonio fue valorado de una manera muy particular por el juez a-quo, que le dio especial credibilidad habida cuenta que la declarante fue la persona con quien el demandado sostuvo las relaciones sexuales extramatrimoniales. La Sala comparte esa valoración porque si bien se nota en la testigo un  embozado ánimo de vindicta contra su antiguo compañero de relación sentimental, no por eso se demerita el peso de su testimonio ni alcanza a empañar el mérito que en el fondo tiene, máxime si, como lo anotó el funcionario, tampoco fue tachado de sospechoso por las partes. 
Además de lo anterior, el testimonio de CLAUDIA ELENA SALDARRIAGA
, empleada doméstica, quien fue confundida con la demandante por parte de la señora CLAUDIA PATRICIA GOMEZ SARAVIA, declaró que en una llamada que hiciera ésta a la casa de los cónyuges aquí en conflicto, le dijo que “ellos dos (es decir, CLAUDIA GOMEZ y URIEL NARANJO), tenían algo hace más de tareas (sic) años”.  
En este testimonio no se denota ningún ánimo parcializado o avieso de distorsionar los hechos. Y,  ni qué decir de la declaración de la señora GOMEZ SARAVIA, quien con claridad y contundencia expresó las relaciones sexuales que mantuvo con el señor URIEL NARANJO GALLEGO; al igual que los documentos reconocidos por ella misma en donde le expresa a él sus sentimientos relacionados con su amistad, la forma en que lo conoció e iniciaron las relaciones sexuales. 
De lo anterior se colige que las relaciones sexuales extramatrimoniales practicadas por el  demandado se encuentran probadas, tal como lo dedujo el juez a-quo. En estas condiciones, debe aceptarse la acreditación de la citada causal primera y con fundamento en ella respaldar el decreto de divorcio –cesación de efectos civiles- que se revisa, al igual que las demás disposiciones que se encuentran ajustadas a derecho, por lo siguiente: 
La causal segunda, tanto para la demanda principal como para la de reconvención, no se probó en el juicio. Esto desencadenó la negación de las súplicas de esta última, decisión que la Sala avala porque para demostrarla, el reconviniente sólo aportó los testimonios de OLGA NARANJO GALLEGO, hermana del demandado y DIANA CLEMENCIA NARANJO, la hija, que deben ser examinados con cierta reserva (por el parentesco) y porque si bien hablan de algunos malos tratos esporádicos de la esposa para con el demandado, no dan cuenta ni hablan con claridad y precisión del grave e injustificado incumplimiento por parte de la demandante de sus deberes de esposa y madre. 
El apoderado de la demandante expresa que se “encuentra ampliamente probada de manera tajante (se refiere a esa causal), con la existencia del proceso ejecutivo de alimentos iniciado a continuación del presente trámite de divorcio”. Pues bien, los hechos que dan lugar a las  causales, se deben alegar al momento de presentarse el libelo y no con posterioridad como lo pretende hacer ver el profesional. Ello, en razón a su demostración en el decurso del juicio, al principio de contradicción que les asiste a las partes y a la caducidad a la que están sometidas (artículo 156 C.C.).
La negación de alimentos a favor de la parte actora, merece, como se dijo, confirmación porque como bien lo anotó el funcionario de primer grado la demandante ostenta una favorable posición social y económica que no justifican la asignación de alimentos en su favor.   Ahora, respecto de lo que argumenta su apoderado en alegato presentado en esta instancia en el sentido de que se le fijen, por lo menos, a título de sanción al demandado que dio lugar al divorcio, tampoco es de recibo, porque no siempre que se declare a un cónyuge culpable hay lugar a fijar alimentos en cabeza de quien no lo fue, ya que se deben analizar otros aspectos en la forma como lo precisó el juez de instancia, que esta Sala comparte, en especial, reitérase, lo relativo a la incapacidad económica de la demandante –que no se da en este caso- y la correlativa y sobrada solvencia de su cónyuge, que no la tiene, si se considera la suma de dinero que está aportando para la subsistencia de sus hijos
. 
Y, finalmente, no hay lugar a la pretensión de la demandante en el sentido de que, en el evento de que el demandado no tenga pagador o labor que acredite sus ingresos, pero sea titular de pensión de vejez que le otorgue el sistema de seguridad social, la cuota de alimentos a favor de los menores en la cuantía fijada por el juez de instancia sea sobre ella, porque es una situación que no es concreta y supeditada a una eventualidad. 
IV. CONCLUSIONES Y FALLO
Se confirmará, en consecuencia, el fallo apelado. 

Es entendido que la patria potestad sobre los hijos será ejercida por ambos padres, a tono con el artículo 288 del C.C.; la custodia y cuidado de ellos, seguirá en cabeza de la demandante. En ese sentido, se le adicionará un ordinal a la sentencia para que sea congruente con las pretensiones de ambas demandas (artículo 305 C.P.C.)
Se condenará en costas en esta instancia en un cincuenta por ciento a la parte demandante.





En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley





RESUELVE:

1º) SE CONFIRMA la sentencia proferida el dieciocho de diciembre del año dos mil ocho por el Juzgado Tercero de Familia de Pereira, Risaralda, en este proceso verbal (de divorcio de matrimonio católico), promovido por María Claudia Gaviria Rodríguez en contra de Uriel Naranjo Gallego.

2º) SE LE ADICIONA un ordinal al fallo, el cual quedará así: OCTAVO. La patria potestad sobre los hijos será ejercida por ambos padres. La custodia y cuidado de ellos, seguirá en cabeza de la demandante.   




3º) SE CONDENA en costas en esta instancia en un cincuenta por ciento a la parte demandante. 
La anterior decisión queda notificada en estrados, y no siendo otro el objeto de esta audiencia, la misma se declara cerrada y la presente es firmada por los que en ella intervinieron.





Los Magistrados,

Gonzalo Flórez Moreno





Jaime Alberto Saraza Naranjo    Fernán Camilo Valencia López

La Secretaria,





María Clemencia Correa Martínez

� Folios 120 y siguientes del cuaderno principal. 


� Una decisión similar adoptó la Corte Suprema de Justicia en un proceso de separación de cuerpos, aplicable al caso, según Sentencia del 09 de noviembre de 1988.” Jurisprudencia y Doctrina. Enero de 1989”.
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